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1 1.  ANTECEDENTES HISTORICO-NRIDICOS 

~ 1. Desde el Virreinato hasta el Tratado de 1881. 

Al dec lmr ,  el 25 de mayo de 1810, el Virreinato del Río de la 
Plata, aue deseaba separarse de sus vínculos con España, el nuevo 
país recibió de su ex-metrópoli un vastísimo territorio que com- 
 rendía las actuales áreas abarcadas por Argentim, Uruguay, 
Paraguay, Bolivia y parte del sur de Brasil. 

mi efecto, el Virreinato del Río de la Plata comprendía, des- 
de el momento de su creación en 1776, las Gobernaciones de Bue- 
nos Aires, Tucumán, Paraguay, Potosi, Charcas y Santa Cruz de 
la Sierra, y la provincia de Cuyo. 

La jurisdicción de las autoridades de Buenos Aires estaba 
limitada al oeste por Iia Cordillera de los Andes, abarcando todos 
los territorios con costa sobre el Atlántico, hasta el Cabo de 
Hornos. 

Numerosas órdenes reales encomendaron a las autoridades 
de Buenos Aires el envio de expediciones para fundar una colonia 
en Tierra del Fuego (2 de octubre de 1776) ; vi!ajes de vigilancia 
y afirmación de la autoridad real (". . .toda vez que Su Excelen- 
cia es responsable de esa costa incluyendo y hasta el Estrecho 
de Magallanes y desde allí hasta el Cabo de Hornos", dice una 
Orden Real al Gobernador de Buenos Aires del 29 de diciembre 
de 1776) con la finalidad de reconocer las costas ". . .hasta el 
Cabo de Hornos" (ídem "ut supra") ; o examinar todas las ~ 8 -  

tas desde el Estrecho de Magallanes "hasta dicho Cabo" (Hor- 
nos). Ellas son prueba fehaciente de la jurisdicción territorial 
que recaia bajo las autoridades del Virreinato a las que sucedie- 
ion las autoridades argentinas. 

La República Argentina, que durante las luchas por la Inde- 
pendencia y por diferencias internas fue perdiendo enormes ex- 







blica Argentina y de la República de Chile en la zona del "mar- 
tillo" y, en consecuencia, que declarase que pertenecían a la Re- 
pública Argentina las islas Picton, Nueva y Lennox ubicadas en 
el interior del "martillo"; Chile solicitó al árbitro que declarase 
que pertenecían a su soberanía las islas Picton, Nueva, Lennox, 
las islas e islotes adyacentes y las demág islas e islotes cuya su- 
perficie total se encontraba íntegramente comprendida dentro 
de la zona sometida al arbitraje. 

De acuerdo con el Compromiso Arbitral, el conocimiento y 
la decisión de la controversia fueron confiados a una Corte Es- 
pecial de Arbitraje, integrada por cinco miembros -entonces 
en ejercici- de Ba Corte Internacional de Justlcia. 

La decisión de esta Corte Especial sólo podía ser aprobada 
o rechazada por Su Majestad Británica, como kbitro formal se- 
gún el citado Tratado General de Arbitraje de 1902. La función 
del árbitro quedó así limitada a esas dos alternativas, sin qu.2 
pudiera en ningún caso modificar aspecto alguno de la decisión 
de la Corte Especial. 

Luego de un proceso que duró casi seis años y durante el cual 
cada Parte presentó cuatro escritos (Memoria, Contramemoria, 
Réplica y un escrito complementario) y se celebraron dos ruedas 
de audiencias orales, el 2 de mayo de 1977 laa Partes fueron no- 
tificadas del laudo arbitral de Su Majestad Británica. 

Ese laudo trazó un límite maritimo y atribuyó a Chile todas 
islas e islotes ubicados al sur de esta línea, entre das  las islas 
Picton. Nueva y Lennox. 

A) LAS REGLAS DEL ARBITRAJE 

La comunidad internacional actual está constituida principal- 
mente por Estados soberanos. Cada uno de ellos goza de la ple- 
nitud de las competencias, sin estar sujeto a ninguna autoridad 
superior. En eso radica su independencia. En el orden interna- 
cional, los Estados se vinculan entre si, creando el orden jurídico 
que regula sus relaciones. Ningún Estado puede someter a otro 
a su propia jurisdicción, y todos ellos actúan en un plano de 
entera igualdad. 

a suscita un diferendo entre Estados, elios son libres 
mCtodo de solución que consideren más adecuado. - 

ydoptado dicho metodo, el marco en el que ha de des- -.. encuentra su fundamento en el acuerdo de las Partes. 
principio del derecho internacional general es aplicable tam- 

b i h  al arbitraje. 
El arbitraje es un método de solución pacífica de controver- 

sisa internacionales, que consistc en someter un litigio a un orga- 
a o persona determinada para su decisión. 

Mediante este sistema, los Estados crean un órgano jwisdic- 
~ í f i c o ,  a quien le encargan dicho cometido, fijándole 

4 el compromiso arbitral- las normas a las que ha de ajustar 
m proceder. Las Partes que recurren a un árbitro, en su calidad 
de Estado8 soberanos, le otorgan el poder de decidir, únicamente, 
el litigio que le han sometido. El derecho internacional general 
esbb1ec.t que los Estados son iguales entre sí. Y esa igualdad 
jurIdiea debe ser respetada por el árbitro durante todo el proceso 
arbitral. 

Por ello, ha de oír por igual a ambas partes, dándoles laS 
mimmu oportunidades de defensa y de prueba. 

En el c m  del canal Beagle, tanto el compromiso arbitral de 
1971 como el Tratado General de Arbitraje de 1902 contenía dis- 
posiciones a las que el árbitro debia ajustame. 

nomas principales que emanan de ambos instrumentos 
Se relacionan con los siguientes puntos: 

1. La competmcia del árbitro: La Argentina y Chile seña- 
iaron con toda precisión, en el artículo 1 del Compromiso Arbitral, 
la zona geográfica sometida a la decisión del árbitro; la juris- 
diocl6n así conferida sólo podía ejercerse en relación con dicha 
zona. A ella estaba limitada la competencia del Tribunal. 

2. La obligación de resolver todos los punto8 en litigio: Si 
b h  el árbitro, en su función, no puede exceder el marco que le 
han fijado las partes, tampoco puede limitar su propia compe- 
Wncia. E1 debe ejercer todo su poder jurisdiccional y decidir 
sobre todos los puntoa sobre los que versa la controversia. Aaí 
disponen expresamente el artículo 9 del Tratado General de 1902 
Y el artículo XII, inciso 2. del Compromiso Arbitral. 









i6n emanada de los descu- 
S, el Canal Beagle tiene su 

"81 norte de Lennox" y entre las islas 

@ & w . g  Navarino; 

rnlzi~&#f''&asideraron al Canal los negociadores d d  Tratado de 
. )  1881 y, en consecuencia, así debe interpretarse el Canal 

Beagle mencionado en el articulo iií del Tratado. 

EEta posición fue sostenida y desarrollada extensamente por 
la defensa argentina en el arbitraje, tanto en los escritos presen- 
tados ante el Tribunal como en las audiencias orales, y fue sus. 
tentaaa con abundante cartografía y documentación histórica e 
hidrográfica. 

Pese a esta extensa y reiterada argumentación, la sentencia 
arbitral describe la tesis argentina de una manera diametralmen- 
te diferente y atribuye a la Argentina una definición del C a d  
Beagle que nunca sostutm en el arbitraje. Así, la sentencia afir- 
ma que la Argentina propuso como "verdadero curso oriental. . ." 
uno que: 

"Se aparta de la previa dirección general oeste-este de 
aquél y describe lo que gradualmente se transforma en una 
curva casi en ángulo recto, para pasar d sur y al oeste de 
la isla Picton, entre ésta e isla Navarino, y & allí entre esta 
última e isla Lennox en lo que se ha convertido en una di- 
rección general norte-sur, o incluso sur-oeste (frente a isla 
Lennox), llegando al mar entre la Punta María de esa isia 
y la. Punta Guamco & Navarino". 

Esta grave deformación de una de las principales argumen 
taciones de una de las Partes en la controversia importa ademár 
desconocer la verdadera posición argentina sobre el tema, respec. 
to de la cual, y como consecuencia, la Corte arbitral nunca llega 
a pronunciarse. 

Esa misma deformación se repite a través de toda la deci. 
sión arbitral y tiene consecuencias graves con relación a toda la 
argumentación de la corte acerca del concepto del Canal Beaglf 
en el Tratado de 1881. 

t l q m P .  

, ~ . p o i m ~  consecuencia de este defecto de Is s e n m  ea 
M de& sobre una tests principal m g e n t h  y - . 

m vu*c ia en contra de una versión deformada de e&. Cm 
-w de cumplir una de sus obligaciones según el Compre+ 
&&vitral (artículo XII, inc. 2), lo que reviste particular gra- 
vsd.d tratándose de uno de los argumentos fundamentales de 
uni Parte. 

deformación afecta la evaluación que hace la Corte de 
h &cu.sión entre las Partes sobre el concepto histórico del Canal 
*e. En efecto, al referirse a las argumentaciones de las Par- 
@ sobre los documentos emanados de los descubridores y prime- * exploradores del Canal, sostiene que ambas posiciones encuen- 
t3an .poyo en la documentación histórica y que, por ende, se neu- 
&fhn y permiten afirmar que los documentos históricos no son 
&&yentes y no pueden, por ello, servir como prueba de una 
uotrs tesi. . . , * .  Aqui la sentencia incurre en un grave error respecto de la 
&&a aportada por las Partes. La Argentina present6 abundan- 
te domentación que sustentaba su verdadera tesis sobre el 
Qpd Beagle. Por el contrario, no existe documento alguno u 
op antecedente hist6rico que permita sostener una concepción 
G 'absurda  del Canal como la que la Corte atribuye a la Argen- 

En tales circunstancias, no pueden extrañar ciertas omlsio- 
&Í gravee y significativas de la Corte respecto de la argumen- 
w6n argentina -bre la historia del descubrimiento. Por ejem- 
*I n0 existe mención alguna en la sentencia al derrotero britá- 
9 ,de 1832, uno de los documentos más sólidos en los que la 
*tina apoyó mi verdadera tesis y en el cual la boca oriental 

Canalagle se define como ubicada "al norte de la isla Len- w, e~ decir, entre las islas Picton y Navarino. Este documen- 
to hindamental, que contradice claramente la presentación de 
L'b~rte sobre el concepto argentino del Canal Beagle, no apare- 
ce -era mencionado en la sentencia arbitral. 

La ddormación de la Wi argentina sobre el curso del Ca- 
%le es un seno defecto de la sentencia. Más grave aún es 

di tergiversar las pruebas y documentos históricos presentados 
Una de las Partes. 



Pero la consecuencia más negativa de esa deformación incide 
directamente en la interpretación textual del Ratado de 1881 
hecha por la Corte. 

Al descartar los antecedentes históricos del descubrimiento 
del Canal, por considerarlos equivocadamente como no concluyen- 
tes, la Corte decide que el único camino que le queda para deter- 
minar cuál de las dos Partes tiene raaón, en cuanto a la boca orien- 
tal del Canal Beagle, es recurrir a los términos mismos del R a -  
tado de 1881. 

Y entonces como el Tratado de 1881 en su articulo Iii antes 
transcripto, utiliza la expresión "al sur del Canal Beagle", la 
Corte conc!uye que esa expresión sólo es compatible con la tesia 
chilena, ya que considera imposible, o apenas concebible, que los 
negociadores del Tratado hayan querido referirse a un Canal 
como el "argentino" para atribuir territorios situados "al sur" 
de él. En efecto, dice la Corte, un Canal que en un punto de su 
recorrido tuerce manifiestamente hacia el sur y continúa un largo 
trecho en dirección norte-sur para luego torcer nuevamente hacia 
el sud-oeste, mal podía haber sido utilizado para atribuir krri- 
torlos situados "al sur" de él. 

Es decir, que la Corte se inclina en favor de la tesis chilena 
y basa toda la fuerza de su conclusión en una deformación y ridi- 
culización de la tesis argentina y en un negligente tratamiento 
de la argumentación y pmebas producidas por la Argentina du- 
rante todo el proceso arbitral. 

En realidad, los términos del Ratado de 1881 "al sur del Ca- 
nal Beagle" son perfectamente aplicables al verdadero Canal sos- 
tenido por la Argentina (con Su boca oriental ubicada entre las 
islas Picton y Navarino). Es decir, que si lo Corte hubiese tenido 
en cuenta la tesis argentina en su verdadera formulación no hrt 
b r b  podido inclinarse por el canal "chileno" y, en consecwc&q 
no hobr4a podido concluir que las islas Picton, Nueva y Lennoz 
eran chilenes. 

3. El  sentido del iérmim "Tierra del Fuego'' en ks 
"cláusula ibla8". 

En la cláusula de atribución de islas del articulo iíi del Tra- 
tado de 1881 antes transcripto, se asignan a la Argentina las islas 

que se encuentran " . . . al Oriente de la Tierra del Fuego. . . ". - 
Argentina sostuvo que la expresión "Tierra del Fuego" en esa 
altímula se refiere a la totalidad del archipiélago fueguino, y 
que, en consecuencia, las islas en cuestión son aquellas que se en- 
cuentran en la parte oriental del citado archipiélago. Entre ellas 
están incluidas las islas Picton, Nueva y Lennox las que, por enae, 
han sido atribuidas a la Argentina por el Tratado de 1881. 

Chile por el contrario sostuvo que la expresión "Tierra del 
Fuego" en la cláusula argentina significa únicamente la isla Gran- 
de de Tierra ael Fuego y, por ende, las islas Picton, Nueva y Len- 
nox no se encontrarían atribuidas a la Argentina por esa cláusula 
porque no están al Oriente de la isla Grande sino al sur de ella. 

La Argentina rechazó este enfoque chileno, entre otras razo- 
nes, porque no existe isla alguna al este de la isla Grande de Tie- 
rra del Fuego, con lo cual la cláusula de atribución de islas a la 
Argentina, interpretada según la tesis chilena, carecería de sen- 
tido y de contenido alguno. 

En efecto, no existen islas al oriente de la Isla Grande, con 
excepción de la Isla de los Estados, que es motivo de atribuci* 
expresa a la Argentina por otra cláusula específica del Tratado. 

Aceptar la interpretación chilena significaba, en consecuencia, 
Qolar la regla interpretativa llamada "del efecto útil" según la 

toda cláusula de un tratado debe ser interpretada de modo tal 
'@e todos sus términos tengan sentido. 

interpretación chilena convertía en inutil y vaciaba ente  
te de contenido una cl6usula específica del Tratado de 1881. 
tesis, M cláusula, según la tesis chiienu, asignaba islas 
tente.? o la Argentina. 
ara demostrar la exactitud de su interpretacih, la Parte 

se basó fundamentalmente en un análisis comparativo 
raae del art. iii del Tratado de 1881, en la que se asigna 
las islas que se encuentran ". . .al occidente de la Tierra 

tina sostuvo que, a menos que por "Tierra del 
se interpretase el archipiélago en su conjunto y por idas 

te de la Tierra del Fuego" las islas situadas en la 
del mhipiélago de la Tierra del Fuego, muchaa Is- 

dentales de eae mismo amhipfhlago hubiesen quedado sin 

25 
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torial de la mayor importancia estratégica, ya que se trata de 
una via interoceánica fundamental en la región austral, de la 
que Chile pretende erigirse en dueño absoluto. 

Nuevamente nos encontramos ante una violacih del com- 
promiso arbitral por parte del tribunal, no obstante su obligación 
de aplicarlo estrictamente, en tanto que fuere de su jurisdiccih 
y competencia. 

6. Fdta  de equilibrio en le apreciaoión de la argumentacih 
y de la plueba producida por d a  Parte. 

El fallo no considera en un pie de igualdad las teda y las 
pruebas de una y otra Parte. No hay en él una consideración ob- 
jetiva de todos los puntos importantes de la controversia sobre 
la interpretación del tratado, susceptibles de gravitar en el reaul- 
tado. Ignora antecedente obrantes en el proceso que constituyen 
elementos concretos y relevantes de la situación juzgada y deja de 
lado, particularmente en lo relativo a la conducta de las Partes, 
posterior a la firma del Tratsdo de 1881, el contexto h i s ~ c o  
concreto de la disputa, basándose en pautas o criterios genera- 
les derivados de una reconstrucción moderna de esa conducta. 
Las consecuencias de ese desequilibrio son serias por la circuns- 
tancia de que el tribunal no llega a una conclusión nítida en fa- 
vor de la interpretacióol chilena, sino que únicamente la prefie- 
re a la interpretación argentina luego de sopesar la acumulación 
de las debilidades mpectivaa Pero la balanza se inclina aai en 
favor de la interpretación chilena previa de fomac ib  o silencio 
sobre las tesis argentinas, ignorancia de pmeba importante, e m -  
m de hecho, etc. 

Esta actitud del Tribunal aparece reflejada a lo largo de 
toaa la sentencia y comienza a delineame desde los primeros p4.- 
rrafos con la ya snalizada deformación de la tesis argentina 
sobre el Canal Beagle que se encuentra configurada desde el pá- 
rrafo 4 de la decisión. 

Dejando de lado otros elementos de menor importancia, que 
indican un desequilibrio en el tratamiento de las Partes ante la 
controverda, cabe considerar el orden en el que la Corte decide 
analizar las causas del Tratado en las cuales se distribuyen las 
islas. 

: Sin explicar sus razones, la Corte decide examinar en primer 
mino  las cláusulas que atribuyen islas a la Argentina, para 

a determinar -como primera conclusión- si las i s l a  
n, Nueva y Leiinox caen o no en alguna de esas cláusulas. 
método no sería criticable por si mismo, pero, dadas sus 

ecuenciaa en el razonamiento de la Corte, cabe detenemos 
su análisis, anticipando la conclusión de que -en este cas- 
 reservó la igualdad de trato a las posiciones de las Partes. 

' La Corte somete la cláusula argentina de adjudicación de 
8 a un engorroso análisis, al cabo del cual dice: 

' 
" . . . l a  interpret,aciÓn de la atribución argentina bajo la 
cláusula islas del Tratado no es una cuestión simple. La ver- 

' sión chilena, aunque no está en si misma libre de dificulta- 
&a, es la más normal y natural sobre la base del texto.. . 
Esa interpretación (la chilena), por cierto, no manifies- 
tamente incorrecta: es la que debería en p7indpio prevale- 

' cer, a menos que fuera desplazada por consideraciones muy 
.'. convincentes. Por el otro lado, mientras no puede de manera 

alguna afirmarse que la interpretación argentina no es to- 
' talmente plausible, o que no podrh ser correcta teniendo 

en cuenta todas las circunstancias, presenta muchas y serias f f b., dificultades. . . ". 
Es  decir que la Corte acepta que ambas interpretaciones 
defectuosas, pero se inclina por la chilena, a la que hace pre- 

valecer por razones exclusivamente subjetivas, obligando así 
'L que la interpretación argentina realice todos los esfuerzos pa- 
1 pa desplazar a la chilena, aceptada a prwri por el tribunal c+ 
fqio la que debe predominar. 

,: ' Así, luego de omitir pruebas importantes invocadas por la 
ntina, desnaturalizar sus principales argumento8 o despla- 

para analizarlos fuera de contexto, la Corte concluye que 
a demostrado que las islas Picton, Nueva y Lennox hayan 

atribuidas a la Argentina por la cláusula islas del tratado. 
- Al formular esta conclusión, no se preocupa de explicar, ni 

ra Someramente, que, con ella, una cláusula expresa del 
o queda vacía de contenido, y que, por ende, resulta impo- 

m e  det,erminar las islas a las que se refiere el tratado cuando 





te  o ninguno de los dos países, y que deben, por lo tanto, ser derrama como prueba clara de la interpretación chilena 
divididas entre ambos, siguiendo el principio de la "appwtenance" del tratado. 
(accesión, contigüidad, adyacencia). En esto se contradice con - La decisión arbitral incluye la totalidad del archipiéla- 
lo expresado en otros párrafos de la sentencia, según los cua- go de Tierra del Fuego entre las regiones en disputa ati- 
les todo el archipiélago de Tierra del Fuego fue motivo cfe ad- tes de 1881, y que fueron materia del tratado de límites 
judicación expresa por el tratado de 1881. En cuanto a la parte de este último año. Esta afirmacibn, reiterada en varios 
"externa" del canal, la Corte se limita a considerar que éste párrafos de la parte inicial de la sentencia, se encuentra 
tiene dos brazos:. el "chileno", hasta el Cabo San Pío y aún más contradicha por el mismo tribunal en los párrafos fina- 
ailá, y el "argentino", por los cursos marítimos que corren entre les de la interpretación textual, en los que, para eludir 
las islas Navarino, por el oeste. y Picton y Lennox, por el este el problema interpretativo que le plantean las islas al 
(ya se ha visto más arriba que esto último es una deformación occidente de la Tierra del Fuego, decide considerar que 
de la tesis argentina). Por consiguente, para la Corte, Pictan, esas islas estaban excluidas de la controversia de lími- 
Nueva y Lennox eskán también dentro del canal. Cabe pregun- tes que dio lugar al tratado de 1881, y, por ende, no re- 
tarse por qué no las ha repartido, entonces, según el mismo gidas por este tratado. 
principio de la "appurtenance" que aplicó a las demás islas 
del canal. '8. Otros defectos de la sentencia arbitral 

La respuesta es que la Corte no admite la posibilidad de 
. Existen muchos otros defectos en la sentenci'a arbitral que 

este régimen para Picton, Lennox y Nueva, porque, prima facie 
-dice-, todos los territorios disputados debían considerarse 

m o j a n  mayor luz respecto de la actitud general del tribunal 

como habiendo sido motivo de una cl4usula expresa del tratado, ,m la cuestión que se le sometió a arbitraje. 

so pena de un total fracaso de este Último. Hay aquí una con- , Entre ellos, se ha considerado necesario extraer el tema de 

tradicción con el enfoque del problema de las islas dentro del la "conducta de las Partes" ya que la forma en que fue trata- 

canal, de las que, como se expres6 más arriba, la Corte afirma do por la Corte arbitral motivó un comentario en disidencia del 

que no caen dentro de ninguna adjudicación específica. Como con- 
secuencia de esta contradicción, la Corte divide el Canal Beagle La Corte arbitral presenta equivocadamente distintos aspec- 

en dos secciones, a los que aplica regímenes jurídicos diferen- tos de la argumentación argentina en esta materia, omite otros 

tes sin aportar justificación alguna. Y se pronuncia finalmente en favor de la tesis chilena admitien- 
'do como relevante la prueba aportada por Chile sobre los actos 

otros ejemplos de contradicciones merecen ser citados: 1 realizados en las islas. El tribunal asigna a estos actos valor 
- Con relación al tema de la interpretación del tratado 

de 1881, L decisión arbitral considera que el "Discurso" 
del canciller argentino, Bernardo de Irigoyen, de 1881, y 
el "Mensaje" del canciller chileno, Melquíades Valderra- 
ma, en cuanto se refieren a las islas en disputa, son dia- 
metralmente opuestos, y decide desecharlos porque se 
excluyen entre sí. Pero, más adelante, al tratar el mate- 
rial coníi iatorio posterior al tratado de 1881, en tanto 
que descarta el discurso de Irigoyen, por insuficiente pa- 
ra  probar las tesis argentinas, acepta el Mensaje de Val- 

- 
confirmatorio de una presunta interpretación del tratado de li- 
mites totalmente favorable a Chile. 

A esta conclusión de la Corte se opone el enfoque del pro- 
blema que formula acertadamente el juez Gros en su comenta- 
rio en disidencia: 

"4.- Resulta claro que, por !as razones indicadas en los 
párrafos 2 y 3 supra, no puedo seguir a la Corte en sus opi- 
niones respecto dz la conducta de las Partes después del Tra- 
lado, la que tampoco resulta relevante si se tienen en cuen- 
ta  las relaciones convencionales y emanadas de principios 







e1 mayor cuidado y en todos sus detalles, el Laudo arbitral de 
Su Majestad la Reina Isabel 11. toda vez que se consideraba 
una irrenunciable responsabilidad el agotar todas las posibili- 
dades para la mejar defensa de la soberanía e intereses de la 
Nación Argentina. En dicha nota se destaca, especialmente, el 
secreto que rodea a la misión especial, a fin de que los sectores 
empeñados en perjudicar las buenas relaciones entre Argentina 
y Chile no puedan crear en la opinirín pública un clima de in- 
tranquilidad o encono. 

El enviado especial del Gobierno argentino -contralmirante 
Torti- propuso, en oportunidad de realizar la gestión preceden- 
temente mencionada -entre otros temas & común interés-, 
el establecimiento de un statu quo en la zona correspondiente 
al Laudo de la Corona británica sobre Canal Beagle y en la 
región al sur de aquélla y al este del Meridiano del Cabo de 
Hornos, por el que ambos Estados se abstendrían de ejecutar 
actos que pudiesen perturbar el normal desarrollo de las con- 
versaciones que se proponía iniciar. 

Esta iniciativa del Gobierno argentino quedó explicitada en 
la nota que el 31 de mayo de 1977 se hiw llegar al entoncea Em- 
bajador de la República de Chile en Buenos Aires, D. René Rojas 
Galdames. En esta nota se ofrecían las ciudades de Mendoza o 
Bariloche como sede de la primera reunih,  a desarrollarse du- 
rante junio de 1977, para intercambiar puntos de vista acerca de 
la delimitación de las respectivas jurisdicciones en la zona austral 
y de los demás temas de interés común. 

La propuesta argentina de acordar un compromiso de no 
innovar fue desestimada por el Gobierno de Chile el 8 de junio de 
1977, expresándose que no se veia razón para un acuerdo de esa 
naturaleza. 

Esta negativa se vio acompañada de inmediato por la reali- 
zación -por parte de Ch-:le- & una serie de actos y adopcih 
de meclidas relacionadas directamente con la zona de la contro- 
versia. 

Asi -entre otras medidas- Chile instaló Puestos de Vigilan- 
cia y Señales con personal militar en islas al sur de la wna some- 
tida al arbitraje: dictó el Decreto Supremo No 416 del 14 de julio 
de 1977,por el que intentaba cerrar a la navegacih estrechos 

internacionales mediante el trazado de líneas de base rectas apo- 
yadas en las islas litigiosas; promulgó la Ordenanza N!? 1120,'26 
del 23 de agosto de 1977, por la que designaba Alcaldes de Mar 
con jurisdicción en la zona austral, y evidenció sus pretensiones 
atlánticas con la publicación de un aviso a los navegantes, acom- 
panado de un croquis con una línea de equidistancia que se inter- 
na en dicho océano. 

Estas conductas chilenas se inscriben dentro del marco de 
las políticas ya llevadas a cabo por ese país en otras contraversias 
de límites. 

En efecto, mientras la Argentina se abstuvo siempre! de adop- 
tar actitudes destinadas a ser invocadas luego como eventuales 
pruebas de una posición determinada, o a consolidarla, Chile 
-por el contrario- llevó adelante acciones o adoptó medidas 
con la intención de mejorar su posición en las controversias. 

Así, los actos de jurisdicción chilena en el área sometida al 
arbitraje le valieron poder argumentar ante el árbitro en una 
mejor posición que la que tuvo la Argentina. m t a  se vio en los 
hech.0~ perjudicada por haberse abstenido de efectuar actos simi- 
lares y haber esperado agotar todas las vías de solucióii de los 
diferendos. 

Las recientes conductas chilenas, en áreas ubicadas fuera de 
la zona sometida al arbitraje, han encontrado sustento -1ameii- 
tablemente- en los excesos de poder en que incurrió, el árbitro 
en sus considerandos. 

No obtante la actitud chilena, que hubiera podido perturbar 
el desarrollo de las conversaciones al quebrar el equilibrio en una 
zona litigiosa, e: Gobierno argentino persistió en sus esfuerzos 
tendientes a solucionar por el diálogo las cucstiones existentes. 
Así, del 20 al 22 de julio de 1977 y del 17 al 20 de octubre de 1977, 
tuvieron lugar -a iniciativa a r g e n t i n a  conversaciones prelimi- 
nares entre representantes de ambos países. El 3 de diciembre de 
1977, nuevamente por iniciativa del Presidente argentino, se des- 
taca como enviado c:+prcial ante el Presidente de Chile al contral- 
mirante Torti, con :1 objeto de presentar las bases para un tra- 
tado complementario de limites. Como resultado de esta gestión 
se acuerda realizar negociaciones que se llzvan a cabo por los 
Ministros de Relaciones Exteriores de ambos paises los días 15, 
16, 27 y 28 de diciembre de 1977. 







camente viables para ambos Estados. Estas propuestas se basaban 
en la utilización de criterios múltiples para los distintos espacios 
a delimitar, así como en el establecimiento de zonas comunes y 
regímenes especiales para Iias islas de la zona. 

La negociación avanzó sobre esta base, lográndose aproxi- 
maciones muy valiosas que hicieron creer a Argentina en la 
posibilidad de un acuerdo, tal como se traduce en el contenido 
del comunicado conjunto de ambos Presidentes de Delegación 
a las opiniones públicas de los dos países, del 6 de octubre de 
1978. 

En efecto, en cuanto a las islas se habQn analizado - s i n  
perjuicio de la titularidad sobre ellaa- el proyecto presentado 
por la Argentina que las colocaba bajo un régimen especial, a 
crearse por el acuerdo de los Estados. La delegación chilena se 
manifestó conforme con la institución de un régimem particular 
para todas las islas en litigio, haciendo tan solo reserva de su 
posición en niateria de soberanía. 

En lo que hace a las áreas marítimas dentro de las doce 
niillas que rodean a las islas en controversia se había llegado 
a acordar una zom marítima común, quedando pendientes algu- 
nos aspectos relativos a su precisa delimitación. 

En lo que concierne al área de las 200 millas, se había ne- 
gociado sobre la base de una zona común de uigua, lecho y sub- 
suelo o de un suelo y subsuelo delimitado -bajo aguas comu- 
nes-, o de una zona comiin de agua y un lecho y subsuelo en 
parte comiin. 

Ein l a  última etapa de esta fase, Chile, sobre La base de 
su negativa a negociar el problema de la mera titularidad de 
las islas, se negó también a acordar los d e m b  criterios que se 
habían negociado. 

La actitud chilena provoca varias ge~tionea argentinas al 
más alto nivel, traducidas en el envío de misiones especiales del 
Gobierno argentino a Santiago de Chile, a fin de remover los 
obstáculos que trababan en ese momento la negociación. En estas 
gestiones la Argentina propone enviar a la mediación la titularidad 
de las islas, bajo la condición de acordar, en la Segunda Comi- 
sión, los demás puntos de la cuestión según criterios converaados 
en la misma hmta ese momento. Representantes de la Fuerzas 

Armadas chilenas, en estas conversaciones aceptaron dicha pro- 
puesta. 

A pesar de ello, la delegación chilena desconoció, en la Se- 
gunda Comisión, los términos acordados al m& alto nivel. 

Así, la propuesta de Acta final de la Segunda Comisión pre- 
sentada por la Argentina -en la que se reflejaban todos los cri- 
terios que habían guiado las negociaciones- fue rechazada por 
Chile. 



N. REUNION DE CANCILLERES 

El 2 de noviembre w suscribió el Acta Final de la Comisi* 
Mixta Número Dos. Esta comisión negociadora tenia como man- 
dato el elevar a m b o s  gobiernos proposiciones finales sobre los 
temas fundamentaies incorporados al Acta de fierto Montt, y 
que había examinado durante los mis meses que deliberó (mayo 
a octubre 1978). 

Con relación a los temas vinculados a la delimitación de juris- 
dicciones, la propuesta de la Comisión a ambos gobiernos consistió 
en recomendar que la Argentina y Chile buscasen un mbtodo de 
solución pacífica para La resolución del diferendo. 

Dice, en efecto, el Acta Final del 2 de noviembre de 1978 
que : 

"La Segunda Comisión propone que ambw gobimw8 
busquen el mbtodo de solución pacífica que consideren ade- 
cuado para la soluci6n del diferendo.". 

Como el Tratado de Puerto Montt preveía trea etapas o fases, 
y dado que la Comisión negociadora había completado 1- 8 e i  

meses de plBm que le asignaba dicho instrumento, se inici6 - e l  
mismo 2 de noviembre- la tercera fase de las negociaciones p r e  
vistas. 

La principal obligación que surge del Acta Final de la 
Segunda Comisión e8 la de que ambw gobiernos acuerden - e n  
esta tercera f a s e  el método de solución pacifica que juzguen 
más adeouado. Esto, indudablemente, significa que ninguna de 
las dos partes podría proponer, unilateralmente, un mbtodo que 
no satisfaga a la otra. 

En segundo lugar, del texto de la mencionada Acta Final, 
surge un principio de entendimiento de relevante significación, 
esto es, que los dos paises tengan en cuenta la Labor realizada 
y las consideraciones que guiaron los trabajos de la Comisión 



Número Dos. E s  indudable que esta referencia contenida en el 
Acta Final alude a los principios de entendimiento y aun a acuer- 
dos parciales alcanzados durante las distintas etapas de la ne- 
gociación y reflejados en las actas de las sucesivas sesiones 
llevadas a qabo. 

Corresponde destacar que esos principios de entendimiento 
y acuerdos parciales versaron sobre las materias substanciales de 
la negociación; es decir, sobre las cuestiones relativas a la deli- 
mitación de jurisdicciones. 

EsWs dos propuestas que contienen el Acta Final, no obs- 
tante la convicción argentina de su vigencia y utilidad, fueron 
desestimadas en posteriores comunicaciones chilenas. Fue por 
ello necesario que la Argentina efectuara nuevamente pacientes 
y arduos esfuerzos que permitiesen rescatar aquellos acuerdos 
y reencaminar las diferencias hacia el restablecimiento del 
dihlogo. 

Así, entre el 2 y 24 de noviembre, la Argentina y Chile 
htercambiaron varias notas diplomáticas. Chile propuso al co- 
mienzo recurrir a la C.I.J. y no reconoció que durante los tra- 
bajos de la Comisión Segunda se hubiesen producido aproxima- 
ciones útiles en materia de delimitación, afirmando que se 
hallaba agotada la etapa de las negociaciones directas previstas 
en el Acta de Puerto Montt. Como una eventual alternativa, ese 
país ofreció "acudir a la medimción de un gobierno amigo esco- 
gido de común acuerdo". 

En una nota posterior s e  menciona también como solución, 
el recurrir a la "ayuda en TUs neg&ciones por parte de un 
gobiemo amigo". 

La insistencia argentiiua en lograr de comzin acue~do el mé- 
todo de solución. que el mismo se incorporara como una conti- 
nuación de la negociación entre las partes, en el marco del 
Tratado de Puerto Montt y, finalmente, que los criterios y 
aproximaciones logrados durante los t r a b j o s  de la Comisión 
Número Dos también formaran parte del acuerdo, pareció en- 
contrar eco favorable en las respuestas chilenas de los días 8, 
17 y 20 de noviembre. 

Señala, en efecto. la nota &J Canciller Cubillos del 8 de 
noviembre que, al proponer la mediación su gobierno "se atuvo 

a la recomendación explícita formulada en el A c b  Final de la 
Segunda Comisión" y agrega en su nota del día 17 que "(las) - 
materias que serían sometidas a su consideración (del media- 
dor).  . . ya han quedado precisadas en law largas e hfmctuosas 
negociaciones realizadas". Por Último, el Canciller Cubillos en- 
tiende que para Chile, "la tarea del mediador consistirá en 
buscar el acercamiento de las posiciones sostenidas por las 
partes". 

Se reitera esta idea al expresar que "Un gobiemo amigo, 
en el carhcter de mediador, (que) pueda guiar a las partes en 
la búsqueda de una solución". 

La Argentina .habiéndose pues reunido las condiciones mí- 
nimas, convino con el Gobierno de Chile en celebrar una reunión 
de Cancilleres. Para ello cursó al Canciller Cubillos la correspon- 
diente invitación para celebrar en Buenos Aires dicha reunión el 
día 12 de diciembre. 

El objeto de la reunión era el de elegir al Gobierno amigo que 
ayudase a los dos países a encontrar, en las negociaciones, la 
solución al diferendo y precisar el alcance y las modalidad- de 
la mediación. 

La Argentina concurrió a la reunión cowencida de que la 
función del mediador sería la de ayudar a las partes en las nego- 
chciones, guiándolas en la búsqueda de una solución y acercando 
a tal fin las posiciones sostenidas y desarrolladas en el curso de 

1 las tratativas ya realizadas. También estaba nuestro país peraua- 
dido que la función del mediador se verificaría en el marco de la 
nueva y tercera etapa de la negociación en la que, tomando en 
cuenta las consideraciones y labores de la etapa anterior, el me- 
diador no emitiría un dictamen que fuera compleüamente ajeno 
a los principios de entendimiento y a las fórmulas que las partes 
fueron elaborando en el transcurso de las negociaciones condu- 

N cidas dentro de la mediación. 
Es  decir que, en la concepción de la Argentirh, el mediador 

sólo formularía una proposición final cuando ella reflejase el 
acuerdo al que las partes hubiesen llegado con el invalorable apor- 
te de su consejo y de s u  gula. 

Durante el tnanscurso de dicha reunión, si bien el Canciller 
chileno había aceptado !a propuesta argentina de que la elección 



recayese en la Santa Sede y se había logrado cierto grado de acuer- 
do sobre las modhlidades de la gestión -reconociéndose la plena 
vigencia del sistema acordado en el Acta de Puerto Montt-, no 
se alcanzaron coincidencias en cuanto al alcance de la mediación. 

En efecto, Chile 4 n  sus propuestas- se apartó del marco 
de referencias que habían fijado ambos países en las notas inter- 
cambiadas, a las que ya se ha hecho referencia, y dentro del cual 
debía desarrollarse la entrevista. 

La actitud asumida por Chile, contraria ial acuerdo previo 
sobre el objeto de la reunión, hizo imposible precisar los alcances 
y las modalidades de la ayuda que se solicitaría a la S n t a  Sede. 
Ellos constituían -para la Argentina- las condiciones básicas 
ain las cuales el procedimiento no permitiría encontigr la fórmula 
definitiva que, al tiempo de resguardar los derechos esenciales 
de ambos países, significase una soluci6n justa y equitativa del 
diferendo. 

Un ejemplo de esta actitud de Chile queda ilustrado en el texto 
del proyecto de Declamción Conjunta que presentó su delegación 
en el grupo de trabajo de la Reunión de Cancilleres. 

Alií, luego de conaignarse que las partes sometieron a con* 
cimiento del mediador los términos del diferendo y los antece- 
dentes y criterios que se tomaron en consideración en el curso 
de laa negociaciones de la Comisión Segunda, el documento for- 
mula reservas, declaraciones y limitaciones que privan de efecto 
a tal compromiso, manteniendo inalterada su irreductible posición 
con respecto al Laudo, a sus pretensiones sobre la totalidad de las 
islas y por ende a la relevancia de los progresos alcanzad- en laa 
negociacionas mantenidas en la Segunda Comisión. 

No podía la República Argentina, sobre bases tan endebles, 
concretar un acuerdo que, lejos de salvaguardar sus intereses, sólo 
consolidaba las reticencias y amparaba las pretensiones de Chile. 

La actitud intrasigente de ese país impidió, pues, dar feliz 
término a la reunión en que tantas esperanzas se habían depo- 

precisa que "la actitud asumida ahora por Chile, exterio- _, 
en la nota recibida, sigue comportando un apartamiento & e& 
acuerdo y hace imposible, en consecuencia, precisar los aspectos 
que acabo de mencionar y que constituyen para la Argentina con- 
diciona bániicas. Sin ellas, el procedimiento convenido no permi- 
tiría encontrar la fórmula definitiva que, al tiempo de r e s g u a r k  
la paz y los derechos esenciales de n w t r o s  pueblos, signifique 
una solución justa y equitativa al diferendo que nos opone". 
. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

"Fue en este eapíritu que mi Gobierno, ante la propuesta de 
efectuar una reunión de Cancilleres, decidió invitar a V. E. a ve- 
nir a Buenos Aires. En la entrevista rasultante, la Argentina pro- 
puso solicitar la ayuda de la Santa Sede. Esta iniciativa, que fuera 
aceptada por V. E., lleva implícita la plena y permanente confian- 
za y respecto de nuestro paía por el Santo Padre.". 

"Justamente por ello, también procuró precisar el alcance y 
modalidadea a las que se debía ajustar el proceao de la mediación, 
que evitara a Su Santi,dad verse enfrentado a m persistente de- 
sacuerdo de laa partes. La intransigencia y falta de flexibilidad 
de Chile impidieron nuevamente que estos esfuerzos se concretaran 
en un resultado positivo. Lamenta mi Gobierno no haber encon- 
tmdo el eco esperado". 

sitado. 
Una Última nota del Canciller Cubillos dirigida al Ministro 

de Iia Argentina, Brigadier Pastor, el día 20 de diciembre, nada 
nuevo agregó a la ya conocida posición chilena. Así se lo expresó 
nuestro Canciller en su reapuesta del 21 de diciembre, en la que 







pacífica convivencia que debe mantenerse entre ambos 
países. 

D) Los Excelentísimos señores Presidentes de Argentina y 
Chile, perseverando por encontrar vías que permitan al- 
canzar entendimientos directos, manteniendo en su inte- 
gridad las respectivas posiciones y derechos de sus Go- 
biernos y bajo expresa reserva de los mismos, han con- 
venido en lo siguiente: 

1. Se establece un sistema de negociaciones que compren- 
der& tres fases, desarrolladas por Comisiones forma- 
das por representantes de ambos Gobiernos. 

2 .  En la primera fase, sin perjuicio de lo expuesto en el 
punto C) y de otras disposiciones que puedan tomar 
los Gobiernos de Argentina y Cbile a fin de fortalecer 
la convivencia, una Comisión Mixta propondr6 a los 
Gobiernos, dentro del término de 45 días a partir de 
la fecha de la presente acta, las medidas conducentes 
a crear las necesarias condiciones de armonía y equi- 
dad, mientras se logre la solución integral y definitiva 
de las cuestiones que se señalan en el punto 3. 
Los Gobiernos de Argentina y Chile acordarán las 
medidas adecuadas. 
Asimismo, mientras se realicen las negociaciones, las 
Partes no aplicarán normas particulares sobre deli- 
mitación que una u otra de ellas hubiera dictado ni 
producirán hechos que puedan seMr  de base o apoyo 
a cualquiera futura delimitación en la zona austral en 
cuanto tales normas o hechos puedan ocaaionar roces 
o dificultades con la otra Parte. 

3.  En la segunda fase, otra Comisión integrada asimis- 
mo por representantes argentinos y chilenos exami- 
nará los siguientes puntos: 

3.1. Delimitación definitiva de las jurisdicciones que 
corresponden a Argentina y Chile en la zona aus- 
tral. 

3.2. Medidas para promover políticas de integración 
física, complementación económica y explotación 

+A -. .., de recursos naturales por cada a t a d o  o en c* - 
mún, incluyendo la protección del medio ambiente. 

l 
3.3. Consideración de los comunes intereses anw- 

cos, coordinación de políticas atinentes al conti- 
nente helado, defensa juridica de los derechos de 
ambos países y estudio de avances en los acuerdos 
bilaterales sobre comhn vecindad en la Antártida. 

3 . 4 .  Cuestiones relacionadas con el Estrecho de Maga- 
llanes que indiquen las Partes, considerando los 
tratados y reglas de derecho internacional perti- 
nentes. 

3.5. Cuestiones relacionadas con las líneas de base 
rectas. 

Esta Comisión deber6 iniciar au cometido a partir de 
la fecha en gue ambos Gobiernos hayan llegado a 
acuerdo sobre las proposiciones de la Comisión Pri- 
mera, y finalizará su labor en un plazo mLximo de 
seis meses. 

4 .  En la tercera fase, cumplidas las dos primeras, las 
proposiciones de la Comisión serán elevadas a los Go- 
biernos de Argentina y Chile, a fin de que éstos con- 
vengan los instrumentos internacionales correspon- 
dientes. 
Queda entendido que dichos instrumentos se inspirarán 
en el espíritu de los tratados que ligan a las Partes 
entre si, de modo que sin afectarlos ni modificarlos 
sean compatibles con ellos. 
De la m i m a  manera, lo que se pactare no tendrá efec- 
to con respecto a la Antártida, ni podrá interpretame 
como prejuzgamiento en cuanto a la soberanla de una 
y otra Parte en los territorios antárücos. 

E )  Se deja constancia que, en el Hnimo de lograr a la breve- 
dad una solución a las cuestiones pendientes, loa Exce- 
lentísimos señores Presidentes de Argentina y Chile in- 













En el caso del océano Atlántico se lo limitó por la prolon- 
gación de los continentes a lo largo del meridiano establecido. 
Este concepto se ve cristalizado en la elección del Cabo de Hor- 
nos y de Cabo Agujas prolongados hasta el continente antártico, 
como límites occidentales y oriental de ese océano. Estos límites 
responden también a las realidades históricas y bien vale re- 
cordar que en la época de los veleros, la girada desde el Atlán- 
tico, de los Continentes Africano y Americano alrededor del 
Cabo Agujas y el Cabo de Hornos, implicaba para los navegan- 
tes obstáculos casi insalvable6 y que ellos implícitamente reco- 
nocían como los límites del Océano Atlántico. 

Es indudable que a falta de barrera natural al Sur del Ca- 
bo de Hornos y no existiendo además diferencias entre la región 
natural Pacífico y Atlántico en esa zona, no hay argumentos 
para proponer modificación alguna al limite geográfico estable- 
cido por la geografía clásica, que es el máa lógico y racional. 
Podrá haber otras delimitaciones marítimas para fines científi- 
cos: climáticas, de salinidad, ictiológicas, de flora marina, de co- 
rrientes, pero todas estas, además de no coincidir entre sí, no 
pueden servir para delimitar los océanos conocidos. 

11. LAS JURISDICCIONES NACIONALES EN EL MAR 

1. - Mar Territorial. 

Es el Que se extiende más allá del territorio del Estado ri- 
bereño y de sus aguas interiores hasta las 1 2  millas desde sus 
líneas de base. 

En ese espacio el Estado ribereño ejerce soberanía tanto 
en el lecho y el subsuelo de ese mar como en el espacio aéreo 
situado sobre el mismo. 

La línea de base corresponde en principio a la línea de ba- 
jamar a lo largo de la costa. Pero donde ésta tenga profundas 
aberturas y escotaduras como en el caso de Nomega y Galicia, 
o haya una franja de islas situadas en la proximidad inmediata 
pueden trazarse líneas de base rectas, que unan los puntos extre- 
mos de las aberturas y de las islas. 

Las aguas que se hallen entre tierra firme y las lineas de base 
son consideradas aguas interiores. E n  estas aguas la soberanía 
del Estado es absoluta y sin limitaciones. Es  decir que no está 
obligado a permitir el paso inocente de buques de todas las ban- 
derae y a adoptar medidas para la conservación del medio ma- 
rino. Es el caso de las dársenas, lagos, lagunas y nos. 

Es  por ello que cuando excepcionalmente el Derecho Internacio- 
nal permite el trazado de líneas de base rectas en Estados, archipié- 
lagos o Estados con profundas escotaduras en sus coatas, El Es- 
tado en cuestión será igualmente obligado a conceder el derecho 
de paso inocente. De ahí lo ilícito e inadmisible del derecho de 
Chile trazando líneas d base rectas estableciendo como aguas 
interiores todo el archipiélago al sur y al oeste de la Isla Gran- 
de de Tierra del Fuego, pues no sólo Chile no es un a t a d o  ar- 
chipielógico sino un Estado con archipiélago, sino que además C s  

rraba canales oceánicos donde debía otorgar el derecho al paso 
inocente. (Gráfico No 1 ) .  








